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Temas: 
DERECHOS DE PETICIÓN Y AL DEBIDO PROCESO / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. Se observa entonces que por parte de la citada Fiscalía se le dio a la actora una respuesta tácita a su petición, la cual es de fondo y congruente con lo pedido, bajo el entendido que se accedió a lo solicitado por ella y se están adelantando las labores tendientes a la realización del dictamen grafológico, las cuales se le dieron a conocer de manera verbal por la titular del despacho fiscal a la tutelante, y se está a la espera de los documentos extraproceso que se requieren para la práctica de la prueba, mismos que deben ser aportados por la señora ANA ISABEL. Lo anterior permite concluir que se dio cumplimiento a lo pedido como pretensión del amparo en lo que tiene que ver con el derecho de petición, y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional
; en consecuencia, en ese sentido se negará el amparo constitucional impetrado, por configurarse un hecho superado. (…) [L]a Colegiatura no observa que el debido proceso, el acceso a la administración de justicia, o algún otro derecho constitucional de la señora ANA ISABEL DUQUE estén siendo afectados con la actuación de la Fiscalía Catorce Seccional, ya que en la actualidad, en la medida de las posibilidades, se está adelantando la indagación correspondiente en aras de recaudar medios de prueba que permitan determinar a la titular del despacho accionado si ordena el archivo de la actuación o formula imputación.
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1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por ANA ISABEL DUQUE AGUDELO contra las Fiscalías Catorce y Dieciocho Seccional de esta ciudad, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición y debido proceso.
2.- SOLICITUD 

Los hechos narrados en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) la señora ANA ISABEL DUQUE AGUDELO presentó denuncia penal contra RAMIRO VELÁSQUEZ MESA, la cual quedó radicada al N° 660016000036201201020, y ha sido conocida por la Fiscalía Catorce Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico, y la Fiscalía Dieciocho Seccional Delegada ante los Juzgado Penales del Circuito de esta ciudad; (ii) en dicha actuación desde hace varios años le realizaron muestras manuscriturales de su firma, con el objeto de realizar cotejo con las actas de la Junta de Socios Originales que reposan en las Notarias 4 y 5 del Círculo de Pereira, el cual hasta la fecha no se ha hecho; (iii) la investigación no ha avanzado, por tanto en mayo 18 de 2017 elevó derecho de petición ante los referidos despachos fiscales, en el que solicitó la realización de estudio grafológico por parte del Instituto de Medicina Legal, y que para ello requirieran los originales de los documentos que reposan en los despachos notariales indicados; y (iv) hasta el momento de instaurar la presente acción no ha recibido respuesta alguna a su solicitud, con lo cual se vulneran sus derechos de petición y debido proceso.
Con fundamento en lo anterior solicita se le ordene a los despachos accionadas procedan con el trámite pedido, y le sea comunicado el resultado de dicho estudio grafológico. De igual forma, se le dé agilidad a su denuncia y se le informe continuamente sobre su estado.
3.- CONTESTACIÓN

- El Fiscal Dieciocho Delegado ante los Jueces Penales del Circuito de esta ciudad informó que las diligencias radicadas bajo el NUC 660016000036201201020 se encuentran asignadas a la Fiscalía 14 Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico, ya que si bien por decisión de la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira (Rda.) en Resolución de enero 26 de 2017 y con vigencia a partir de febrero 01 de 2017 fungió como Fiscalía de Descongestión, posteriormente se remitió la referida investigación. Precisa que el derecho de petición elevado por la señora DUQUE AGUDELO en febrero 21 de 2017 fue atendido por la funcionaria que para esa época fungía como Fiscal Dieciocho Seccional, y recibido por la señora ANA ISABEL en febrero 27 de 2017, respuesta en la cual se le indicó lo atinente a la prueba solicitada por ella, y la imposibilidad por parte del perito de realizar la misma si no se cuenta con el documento original.

En el mes de mayo de 2017 la Dirección Seccional decidió reintegrar la Fiscalía a su cargo a la Unidad de Vida, para que conozca de las investigaciones en la etapa de indagación preliminar de los punibles de homicidios dolosos, y el 12 de mayo entonces fue devuelto el proceso de la referencia; por tanto, correspondía a la Fiscalía 14 Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico dar respuesta al derecho de petición elevado en mayo 18 de 2017. Así las cosas, desconoce las actuaciones que haya realizado ese despacho al respecto, y si la peticionaria aportó o no el documento original para realizar el estudio grafológico.
De conformidad con lo anterior, considera que en el presente caso no se ha presentado vulneración de los derechos fundamentales de petición y debido proceso.

- La Fiscal Catorce Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico de esta ciudad informó que es cierto que en mayo 22 de 2017 se presentó ante ese despacho solicitud para que se allegaran las actas originales 10, 11 y 13 de 2007 de la asamblea extraordinaria de socios de la Sociedad Construyendo Futuro Ltda, en las cuales aparece como asistente y firmante como socia la señora ANA ISABEL DUQUE AGUDELO. Dichas rúbricas según afirma la denunciante no fueron plasmadas por ella; en consecuencia, la investigación se centra en establecer si efectivamente se presentó una conducta de falsedad en documento privado.

Precisa que en el momento en que la accionante hace la petición en ese despacho se presentó cambio de titular, situación que retrasó todas las investigaciones en curso, con mayor razón cuando se trata de una Fiscalía que tiene 600 expedientes, lo que implica que para estudiar la totalidad de ellos se tardará varios años, puesto que en esa unidad la mayoría de los asuntos son complejos y con abundantes elementos materiales de prueba.
Informa además que en el momento en que asumió funciones encontró más de 20 derechos de petición sin contestar, algunos que llevaban más de 4 o 5 meses de presentados, 50 denuncias sin que se hubiese emitido la correspondiente orden a policía judicial para iniciar la investigación, situación que no le permite físicamente contestar esas solicitudes ni emitir las órdenes a policía judicial dentro del término establecido en la ley. 

Señala que el pasado 9 de noviembre en el asunto de interés se dispuso que el investigador de la SIJIN allegara las actas originales donde presuntamente aparece la firma de la accionante, las cuales ya fueron localizadas en la Notaría Cuarta de esta ciudad, pero no se permite su desglose, motivo por el cual se está a la espera de que la señora ANA ISABEL allegue el material extraproceso que se requiere para establecer la autenticidad o no de su rúbrica en los referidos documentos, ya que sin esos elementos no es posible emitir un concepto sobre la autenticidad de la firma, puesto que al parecer los documentos espurios fueron elaborados en el año 2007, y las muestras manuscriturales se tomaron en el año 2012, y los peritos en grafología no emiten un dictamen concluyente cuando han pasado más de 3 años contados desde la fecha de la comisión del hecho hasta la que se allega el material para el estudio respectivo. Precisó que personalmente solicitó a la accionante informar la ubicación de otros documentos donde aparezca su firma o aporte los que tenga en su poder, para luego de ello solicitar el informe pericial que se requiere para continuar con el desarrollo de la investigación.
- El Director Seccional de Fiscalías de esta ciudad informó que mediante oficios N° 2368 y 2367 de noviembre 14 de 2017 procedió a correr traslado a las Fiscalías Catorce y Dieciocho Seccional, a la primera de ellas por cuanto tiene asignada la noticia criminal radicada bajo el N° 660016000036201201020, y por tanto es la competente para dar trámite a la presente acción, y a la segunda, para que ejerza su derecho de defensa y contradicción.
Indica que esa dirección está facultada para realizar seguimiento y control a las investigaciones, pero ese el ente fiscal instructor el que luego de estudiar los elementos materiales probatorios que obran en la investigación, determina si éstos son los indispensables para soportar la formulación de imputación, solicitud de preclusión o archivo de las diligencias, decisiones que están amparadas por los principios de independencia y autonomía judicial, conforme lo establecido en los artículos 228 y 229 de la Constitución, facultad que consiste en que los funcionarios judiciales profieren sus decisiones con base en el recto criterio, imparcialidad, objetividad, libre valoración de las pruebas, bajo el entendido que esos criterios no son absolutos sino que están limitados por la ley que consagra las acciones procedentes en favor de los interesados y frente a las determinaciones adoptadas por los funcionarios.
En relación con el caso en particular, una vez revisada la correspondencia que ha ingresado a esa dependencia no se encontró ninguna petición presentada por la ciudadana ANA ISABEL DUQUE, lo que indica que por parte de esa dirección no se ha vulnerado derecho fundamental alguno de la accionante; por tanto, solicita la desvinculación del presente trámite.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar los despachos fiscales involucrados, a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Del estudio del presente caso se desprende que lo pretendido por la señora ANA ISABEL DUQUE AGUDELO al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, como quiera que por parte de las Fiscalías Catorce y Dieciocho Seccional de Pereira (Rda.) no se le ha dado respuesta a la solicitud probatoria que elevó desde mayo 18 de 2017.
En lo tocante al derecho de petición ha predicado la Corte Constitucional
 que para su protección el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a éste no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.
El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio, se tiene que la petición elevada por la señora ANA ISABEL está dirigida a que los citados despachos, dentro de la investigación que se adelanta con ocasión de la denuncia presentada por ella contra RAMIRO VELÁSQUEZ MESA por el delito de falsedad en documento privado radicada al N° 660016000036201201020, ordenen la realización de un estudio grafológico por parte del Instituto de Medicina Legal, y para llevar a cabo el mismo obtengan los originales de las actas de las juntas de socios en las correspondientes notarias.
Al respecto debe aclararse que no obstante la tutela dirigirse contra dos despachos fiscales, el primero de ellos, esto es, la Fiscalía Dieciocho Seccional, no tiene injerencia en el asunto que motivó la acción, por cuanto solo estuvo en descongestión de la Fiscalía Catorce Seccional por disposición del Director Seccional, medida que solo estuvo vigente hasta mayo de 2017, y por tanto solo ésta última es la que tiene responsabilidad en la investigación penal al habérsele asignado el trámite de la misma.
Y según informó la titular de la Fiscalía Catorce Seccional, en noviembre 09 dispuso que por parte de un investigador de la SIJIN se allegaran los originales de las actas en las que presuntamente se falsificó la firma de la denunciante, las cuales fueron localizadas en la Notaría Cuarta de esta ciudad, y en vista de que se requiere material extraproceso para efectos de establecer su autenticidad, por cuanto dichos documentos al parecer fueron elaborados en el año 2007 y las muestras manuscriturales se tomaron en el 2012, para emitir un informe concluyente se hace necesario que éstas no tengan más de 3 años con posterioridad a la fecha de ocurrencia del hecho. Con fundamento en ello, se solicitó de manera personal a la señora DUQUE AGUDELO que indicara la ubicación de otros documentos en los que aparezca su firma o aporte los que tenga en su poder para luego de ello solicitar la elaboración del citado informe.
Se observa entonces que por parte de la citada Fiscalía se le dio a la actora una respuesta tácita a su petición, la cual es de fondo y congruente con lo pedido, bajo el entendido que se accedió a lo solicitado por ella y se están adelantando las labores tendientes a la realización del dictamen grafológico, las cuales se le dieron a conocer de manera verbal por la titular del despacho fiscal a la tutelante, y se está a la espera de los documentos extraproceso que se requieren para la práctica de la prueba, mismos que deben ser aportados por la señora ANA ISABEL. 
Lo anterior permite concluir que se dio cumplimiento a lo pedido como pretensión del amparo en lo que tiene que ver con el derecho de petición, y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional
; en consecuencia, en ese sentido se negará el amparo constitucional impetrado, por configurarse un hecho superado.  
Ahora, en lo que tiene que ver con la presunta vulneración del debido proceso que endilga la actora al citado despacho Fiscal, al no haberse avanzado en la investigación referida, omisión con fundamento en la cual pide que se ordene al delegado dar celeridad a la denuncia instaurada por ella, en criterio de esta Corporación tampoco es viable el amparo deprecado, conforme se expondrá a continuación:
El sistema jurídico colombiano confiere especial importancia al cumplimiento de los términos procesales y ello se infiere de lo reglado en el canon 228 de la Constitución Política, donde se indica que: “los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”. Igualmente el artículo 4° de la Ley 270/96 -Estatutaria de la Administración de Justicia- refiere: “la administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.” 
Lo anterior para significar que una de las manifestaciones del debido proceso se refleja en que las actuaciones judiciales y administrativas se adelanten sin dilaciones injustificadas, y por ende quien ostente la calidad de denunciante no debe permanecer en la indefinición respecto de la investigación. De igual manera, la persona que se sienta afectada con un proceder indebido de esta naturaleza, se encuentra en todo el derecho de denunciar disciplinariamente al funcionario judicial para que sea sancionado. 

En el evento sometido a estudio de acuerdo con lo reglado en el parágrafo del artículo 175 del C.P.P., la Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.” 
Luego de efectuar una revisión del expediente correspondiente a la actuación respecto de la cual versa esta acción, se tiene que la denuncia fue recibida en la Sala de Atención al Usuario en febrero 22 de 2012, y en febrero 29 del mismo año se entregó al despacho asignado -Fiscalía Catorce Seccional de Patrimonio Económico- , luego entonces, es claro que en este evento han pasado más de dos años desde el momento de la noticia criminal. Sin embargo, debe tenerse en consideración lo expuesto por la titular de dicha Fiscalía en cuanto a que tiene un gran cúmulo de asuntos a su cargo -600 expedientes- que impide dar cumplimiento de los términos previstos legalmente, de los cuales algunos resultan ser bastante complejos y con un considerable número de elementos probatorios. Siendo así, muy seguramente esa fue la razón para que por parte de la Dirección Seccional se le asignara otra Fiscalía para que la descongestionara durante un periodo durante el presente año. Y, adicionalmente, se indica que cuando se posesionó en esa oficina, cincuenta de esas investigaciones se encontraban pendientes de órdenes a policía judicial, y se tenían veinte derechos de petición pendientes por contestar, algunos de ellos presentados hacía más de cuatro o cinco meses.
Es de conocimiento público que las Fiscalías actualmente cuentan con una gran carga laboral y carecen del personal investigativo suficiente para colmar las expectativas que tienen muchas de las personas que a diario acuden ante el órgano encargado de la persecución penal en busca de alguna solución.
Acorde con lo anterior, la Colegiatura no observa que el debido proceso, el acceso a la administración de justicia, o algún otro derecho constitucional de la señora ANA ISABEL DUQUE estén siendo afectados con la actuación de la Fiscalía Catorce Seccional, ya que en la actualidad, en la medida de las posibilidades, se está adelantando la indagación correspondiente en aras de recaudar medios de prueba que permitan determinar a la titular del despacho accionado si ordena el archivo de la actuación o formula imputación.

En este punto es pertinente precisar también a la parte accionante, que la titularidad de la acción penal recae exclusivamente en la Fiscalía tal como se consagra en el artículo 251 Constitucional, y por ello ningún juez puede indicar a ese ente oficial cómo ejercer esa potestad. De interferir el juez de tutela para ordenar que se dé prioridad a algunas de las investigaciones en curso, potencialmente podría llegar a desconocer el derecho a la igualdad de los demás ciudadanos que están a la espera que se adelanten las correspondientes actuaciones, ya que deben respetarse los turnos de entrada a los despachos.

No obstante lo anterior, en atención a lo solicitado por la actora en cuanto a que se disponga que el despacho fiscal la mantenga informada sobre el estado de la investigación, se instará a la Fiscal Catorce Seccional de Patrimonio Económico para que mantenga informada a la señora DUQUE AGUDELO en su condición de víctima del estado de la actuación, como desde luego es su derecho. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la ciudadana ANA ISABEL DUQUE AGUDELO respecto del derecho de petición por tratarse de un hecho superado. De igual forma, la protección del derecho al debido proceso, conforme lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: SE INSTA a la Fiscal Catorce Seccional de Patrimonio Económico para que mantenga informada a la señora DUQUE AGUDELO en su condición de víctima del estado de la actuación, como es su derecho. 

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver entre otras, sentencia T-727 de 2010. 


� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. -negrilla de la Sala-


� Ver entre otras, sentencia T-727 de 2010. 
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